Poder Judicial de la Nación


Causa No. 2201/08 –S.I.- “LANARI LUIS Y OTRO C/ PROVINCIA DE CHUBUT S/ DAÑOS Y PERJUICIOS”
Juzgado Nº 9

Secretaría Nº 17




En Buenos Aires, a los   6  días del mes de diciembre de 2011, reunidos en Acuerdo los jueces de la Sala I de esta Cámara para dictar sentencia en los autos mencionados en el epígrafe, y de conformidad con el orden del sorteo efectuado, el Juez Francisco de las Carreras dijo:  

                                    1.- En lo que aquí y ahora interesa se encuentra apelada la sentencia de fs. 693/694 que desestimó la acción promovida por la parte actora contra el Estado Nacional (CONICET), con el objeto de obtener una sentencia de resarcimiento por la utilización indebida, y plagio, de su proyecto original de obra para la ejecución de una nueva, sede del Centro Nacional Patagónico en la ciudad de Puerto Madryn, Provincia del Chubut, en violación de la ley 11.723 de Propiedad Intelectual.

                                    2.- Los accionantes (Arqs. Lanari y Peani) se agravian, en síntesis, por cuanto: a) la totalidad (y no una parte, o aspectos aislados o individuales) del proyecto original, en cuanto al diseño práctico y económico, se aplicó a una obra distinta de la que había sido concebida luego de la desvinculación de los profesionales, lo que constituye un plagio; b) se construyeron 5.108 m2 más con otros arquitectos pero utilizando los lineamientos técnicos y estéticos de la obra original, lo que fue parcialmente reconocido por la demandada; c) se trata de una obra ajena cuando los actores no hicieron ni el anteproyecto ni el proyecto de esa nueva obra agregada y, sin embargo, se utilizó en ella su obra intelectual sin haber sido consultados; d) no se contrató un prototipo a repetir, sino un único proyecto que iba a ser utilizado una sola vez y que contenìa previsiones de ampliabilidad (…); y, e) los elementos que surgen de la pericia técnica no han sido merituados adecuadamente por el “a quo”, resultando incongruentes las conclusiones que la soslayan (agravios de fs. 743/750 y 767/774, contestados a fs. 756/761 Y 776/781).

                                    La representación del CONICET recurre por la distribución de las costas en el orden causado y la periciales por mitades (fs. 742, contestado a fs. 754/755).

                                    3.- En primer lugar, conviene recordar que este Tribunal ha sostenido en reiteradas oportunidades que la expresión de agravios debe constituir una crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considere equivocadas (art. 265 del Código Procesal), debiendo entenderse por tal, la fundamentación y explicación lógica de por qué el juez se ha equivocado en su decisión.

                                    La norma exige que el apelante motive y funde su queja señalando y demostrando los errores en que se ha incurrido o las causas por las cuales el pronunciamiento se considera injusto o contrario a derecho (cfr. esta Sala, causas 891/93 del 26/10/00, 3555/97 del 6/12/00, 14082/03 del 18/2/10, entre muchas otras).

                                    Sobre esta base debo concluir que los memoriales bajo examen no reúnen las condiciones mínimas exigidas en el código de rito antes enunciadas, en tanto en ellos los recurrentes se limitan a expresar su disentimiento con lo decidido por el juez a quo en cuanto a la legitimidad de la pretensión y la decisión sobre los accesorios (costas), reiterándose -los primeros- en manifestaciones efectuadas en la anterior instancia.

                                    En efecto, tales temperamentos no resultan compatibles con los términos exigidos por el art. 265 del Código Procesal, de manera que el Tribunal se encuentra en condiciones de analizarlo a la luz de la queja que se deduce, por cuanto no se advierte cumplimentados los principios precedentemente mencionados.

                                    4.- Y ello es así, en el sub judice, a poco que se repare que no basta que el recurrente señale los aspectos que dice que el juez ha omitido analizar, sino se indica en forma clara, razonada y concretamente porqué considera que la sentencia es errónea, y cómo es que con elementos que el recurrente señala otro sería el resultado de la decisión.

                                    No debe olvidarse, en este aspecto, que es doctrina reiterada de la C.S.J.N. que el Juez no está obligado a seguir todas las argumentaciones que se le presenten, bastando las conducentes para resolver el conflicto (Fallos: 258:304; 262:222; 272:225; 278:271 y 291:390, entre muchos otros).

                                    Es entonces que la parte recurrente en cuanto al fondo debió analizar toda los hechos y el derecho destacando prolijamente, y en forma específica, donde residen las omisiones y los errores del pronunciamiento cuya revocación se pretende, de manera que el Tribunal esté en condiciones de analizarlas a la luz de la queja que se deduce, entendiendo con ello demostrar cuál fue el error en el razonamiento que llevó al juez a una decisión equivocada.

                                    No basta tampoco sólo señalar la jurisprudencia aplicable a cuestiones de esta naturaleza, sino que es necesario, también, relacionarla en forma clara, precisa y detallada a las circunstancias de hecho de la causa, de tal modo de demostrar la forma en que el resultado del análisis jurídico ha sido equivocado.

                                    Tampoco muestra el defecto de la decisión de la sentencia, dónde residió el error de apreciación de la prueba y en el análisis que hace de los hechos y del derecho, de tal modo que sean rebatidos en esta instancia, para convencer al tribunal que el juez ha equivocado.

                                    En síntesis, no fundamentar debidamente la oposición, o no haber dado basamento jurídico suficiente a un distinto punto de vista, no constituye una crítica concreta y razonada de las partes del fallo que se consideran equivocadas en los términos exigidos por el art. 265 del Código Procesal y de la doctrina de esta Cámara (cfr. esta Sala, causas 7693 y 7706, del 23/11/93 y 16.308/95 del 10/10/1995; Sala III, causas 4399 del 15/9/86, 6817 del 16/9/88, 4379/91 del 28/12/92).

                                    5.- En autos el magistrado “a quo” consideró relevante que: a) no se trata de obra “ajena” si en el contrato el CONICET encomendó una obra para el CENAP; b) la ampliación se encontraba prevista en el proyecto original, resultando una continuación de las previsiones allí contenidas; y, c) los peines y las alas no pueden ser calificados como copias, sino repeticiones inherentes a la misma obra en ejercicio de la previsión original de su ampliación (art. 53, inc. 3º, del decreto 7887/55), y, d) la distribución de las costas por su orden se funda en el carácter técnico del conflicto, la interpretación de la ley y su proyección sobre la causa.

                                    Con relación a esta línea argumental cabe agregar lo siguiente: 1) No hay tal obra “ajena” si se trata de la misma obra proyectada (mismo edificio) para el CENPAT, donde se incluía el plano de las ampliaciones previstas y mencionadas en el Pliego de Bases y Condiciones, con indicaciones precisas al contratista (eventual ejecutor);  2) La continuación de la misma obra (edificio) conforme a los lineamientos de la ampliación especialmente solicitados y, consecuentemente, previstos o incluidos (y por tanto abonados) en el proyecto original, no importa una copia y, por ende, un plagio; 3) Las ampliaciones son parte del mismo complejo, con el mismo destino, y si se corresponden a las mismas funciones proyectadas originalmente, no puede concluirse –entonces- que se trate, y no lo es, de un proyecto utilizado repetidamente en el mismo terreno, o en otro terreno; y 4) Si el proyecto original contemplaba la ampliación (Plano A-08 en el Pliego de Condiciones), ésta forma parte de aquél, y no es ajena a éste. En consecuencia, la demandada hizo uso legítimo de la prerrogativa de la ampliación solicitada en las bases del concurso original, puesto que no hay prueba de que las ampliaciones no se hubieran ejecutado conforme las características del proyecto original, por cierto, sin reclamo de deudas en el sub judice.

                                    En tales condiciones, toda vez que el sentenciante dio adecuada fundamentación a la solución que alcanza, sin que estos argumentos de las partes hayan sido controvertidos eficazmente, no apareciendo tampoco la conclusión arribada desprovista de suficiente fuerza jurídica convictiva y elaboración técnica que surge de la prueba pericial de oficio, corresponde desestimar los recursos deducidos a su respecto.

                                    Atento la conclusión precedente corresponde declarar desiertas las apelaciones formuladas con relación a la sentencia de primera instancia, con las costas de esta instancia también por su orden en atención a los recíprocos vencimientos (art. 68, primer párrafo, del Código Procesal). 

                                    Así doy mi voto.

                                    Los doctores María Susana Najurieta y Martín Diego Farrell adhieren al voto que antecede.

 

En mérito de lo deliberado, y de las conclusiones del acuerdo precedente, el Tribunal RESUELVE: declarar desiertas las apelaciones formuladas y distribuir las costas de esta instancia también por su orden.


                         Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Francisco de las Carreras   -    María Susana Najurieta   -    Martín Diego Farrell. 

